El Tribunal Constitucional
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OMO se deduce del titulo, inquieta

saber si un Tribunal cuya funcién

es tutelar los derechos fundamen-
tales y resolver los recurrenteés conflictos
de competencias entre la Administracién
del Estado y las CCAA, puede permitirse
aumentar su descrédito y falta de confian-
za institucional y ciudadana.
No son pocos los episodios que permiten
hacer dudar de la neutralidad del TC.
Podriamos empezar los intentos del Tribu-
nal Constitucional de regatear la jurispru-
dencia del Pribunal Europeo de Derechos
Humanos. Ha recurrido a coartadas como
afirmar que la Constitucién no coincidiria
absolutamente con la disposicién conven-
cional europea, por ejemplo, en materia
de expulsién de extranjeros y reagrupa-
cién familiar (Caso Berrehab contra Paises
Bajos) y la paradigmaética STC 235/2007, de
7 de noviembre, que declaré inconstitucio-
nal el verbo “négar” en el art. 607.2 del .
Cédigo Penal (referente al crimen de geno-
cidio) haciendo prevalecer la libertad de
expresion. La jurisprudencia europea
reprocha las tesis revisionistas, xenéfobas

y antisemitas, imponiendo la inclusién de

la expresién “negar” en los cédigos pena-
les, el Tribunal Constitucional espafiol a
través de una sesgada interpretacion igno-
ra sentencias como el Caso Chauvy; el caso
Garaudy y otros contra Francia. La politi-
zacién de este Tribunal se ha observado en
casos como el protagonizado en el contex-
to de la ilegalizacién y disolucién de Bata-
stina y la exigencia de disolucién de su
grupo parlamentario vulnerando la sobe-
rania del Parlamento Vasco.

Resulta elocuente reproducir lo ocurrido
con la recusacién contra el Presidente del
TC (Jiménez de Parga en el 2003) como
consecuencia de unas declaraciones reali-
:zadas por dicho Presidente en un acto
publico €n el que estaban presentesel
Ministro de Justicia, €l Presidente del Con-

sejo de Estado, el Defensor del Pueblo,
algunos Magistrados del Tribunal Supre-
moy del Tribunal Constitucional, asi como
los miembros del Tribunal Supremo que
en ese momento estaban conociendo del
proceso sobre la ilegalizacién de Batasuna.
Ante la pregunta de un periodista nos
encontiamos con el siguiente episodio: - .
Pregunta: “Me gustaria preguntarle si la
eventual ilegalizacién de Batasunavaa
superar el trimite del Constitucional o si
no va a pasar como con la Mesa de HB”.

Respuesta de Jiménez de Parga: “Estos son

asuntos que estin sometidos a la decisién ,

de mis colegas, ahi sentados en su mayor
parte, y yo no puedo, ni quiero, ni debo
pronunciarme. Ya veremos. Yo espero que
lo hagamos lo mejor que sepamos y que
consigamos una ilega..., digo una solucién
favorable”.

Todos los asistentes a la conferenaa ylos
recusantes interpretaron que estas pala-
bras constituian una clara manifestacién
de que declararia la ilegalizacién.

No obstante lo anterior y para que se
observe la poca utilidad de los instrumen-
tos de abstencién, cuando se posee un
interés directo o indirecto en la causa o de
recusacion, por el mismo motivo.

Existia una jurisprudencia pacifica que
sefialaba que la garantia de la imparciali-
dad se rompe si existen sospechas, dbjeti-
vamente justificadas, que permiten afir-
mar que el juez no es ajeno a la causa. No
obstante, en el caso de Jiménez de Parga-
no solo exigi6 el TC que especifique en qué
aspecto concreto los Magistrados acredi-
ten tener algiin interés mediato directo o
indirecto en el proceso constitucional sino
que resolviendo la recusacion se afirmé
qgiie se trataba de una primera impresién,
insuficiente para ser considerada como un
juicio anticipado. También el TC, en este’
caso, se aparté de la jurisprudencia del
TEDH (Caso Kiziléz contra Turquia, ya
que en esta sentencia se afirma quelas
palabras del recusado no pueden ser califi-
cadas de mero error o descuido, cuando
plantean una conclusién firme e inequivo-
ca o una apariencia de la misma). .

No resulta menos preocupante la erosiéon

que la jurisprudencia constitucional ha
provocado en las cuotas de poder autoné-
mico, restringiendo atin m4s las compe-
tencias de las CCAA, como si la legislacion
estatal pletérica de normas basicas, legis-
lacién marco, ordenacion general de la
econoimia, alta inspeccién del Estado, etc.
no las hubiera restringido lo suficiente.
También en este caso hay sentencias para-
digmaticas. La STC100/2017 que pretende
realizar una delimitacién competencial en
materia de subvenciones y ayudas piibli-
cas, en materia del fomento de empleo
desliza la ejecucién de estas politicas ala
competencia estatal reconocida en el arti-

“culo 149.113 de 1a Constitucién (“bases y

coordinacién de la planificacion general
de la actividad econémica”) desapogderan-
do la competencia exclusiva de la Comuni-
dad Auténoma de Euskadien materia de
promocién, desarrollo econémico y plani-
ficacion de la actividad econémica del Pais
Vasco.

Elvaciadodela competenc1a econdémica
se realiza a través de que parte de los fon-
dos de fomento del empleo derivan del
Fondo Social Europeo; por el pretendido
carActer suprautonémico de fomento del
empleo y por tiltimo cuando la accién de
los poderes ptiblicos se dirige a incidir en
el mercado laboral desde criterios de poli-
tica econémica incentivadores del acceso
al empleo y por ello se movilizan recursos
financieros destinados a regular el merca-
do laboral y €l pleno empleo, nos encon-
tramos con que el art. 149.1.13 de la Consti-
tucién establece como basesy coordina-
ci6n de l1a planificacién general de la acti-
vidad econémica. Por lo anterior el Estado
poséee también competencias para dotar *
medidas en materia de fomento-del
empleo. (SSTC 95/2002, FI 11, y 22/2014, FJ
4). Elegante forma de vaciar las competen-
cias autonémicas.

Igualmente, en materia medioambiental
la STC102/95 admiti6 que la capacidad
reglamentaria del Estado pudiera ser basi-
ca cuando resulte imprescindible y se jus-
tifique por su contenido técnico o su
cardcter estacional (son basicos ya los
Reales Decretos y las Ordenes Ministeria-
les en esta materia).

No hace falta elucubrar mucho més para
afirmar que el TC no deberia permitirse
nuevos elementos de descrédito, peroa
algunos partidos parece importarles poco
esta cuestién o mucho segiin se mire. ®
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